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PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 139/2017 

ACTOR: PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE 
MORE LOS 

SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 

SECCIÓN DE TRÁMITE DE CONTROVERSIAS 
CONSTITUCIONALES Y DE ACCIONES DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 

En la Ciudad de México, a veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho, se da cuenta al 
Ministro Luis María Aguilar Morales, Presidente de la 'µprema Corte de Justicia de 
la Nación, con el estado procesal del expediente. ConstEt(~ . 

Ciudad de México, a veinticuatro de mayo de dos mil dieciocho. 

Visto el estado procesal del expediente, con fundamento en el artículo 46, 

párrafo primero1, de la Ley Reglamentaria de las Fraccio~ y 11 del Artículo 

105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se provee en 

relación con el cumplimiento de la sentencia dictada~ presente asunto: 

El once de octubre de dos mil diecisiete, la Seg~a Sala de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación dictó senten$'1 la presente controversia 

constitucional, al tenor de los puntos resolutivos 'S)guientes: 

"PRIMERO. Es procedente y fundada la ~troversia constitucional. 
SEGUNDO. Se declara la invalidez pare decreto número mil quinientos 
setenta y seis publicado en el Periódico Ofici I Tierra y Libertad número 5479." 

Por su parte, los efectos del fa~edaron precisados en los términos que 

enseguida se trascriben: 

"En este contexto, cabe prec§· rque el efecto de la invalidez parcial decretada 
no puede causar afectación u a a los derechos que ya se habían otorgado 
al trabajador pensionado y qu o fueron materia de la invalidez decretada en 
la presente controversia, por lo que el Congreso del Estado de More/os, en 
ejercicio de sus facu/t~ deberá: 
1. Modificar el decret~mpugnado únicamente en la parte materia de la 
invalidez, y 
2. A fin de no lesionar la independencia del Poder Judicial actor y en respeto 
del principio de autonomía en la gestión presupuesta/ de los Poderes, deberá 
establecer de manera puntual: 
a) Si será el propio Congreso quien se hará cargo del pago de la pensión 
respectiva con cargo al presupuesto general del Estado, o 
b) En caso de considerar que debe ser algún otro Poder o entidad quien deba 
realizar los pagos correspondientes a la pensión, deberá otorgar los recursos 
necesarios para que dicho ente pueda satisfacer la obligación en cuestión". 

En relación con lo anterior, debe señalarse que la sentencia fue notificada 

al Poder Legislativo del Estado de Morelos el veintidós de noviembre de dos mil 

diecisiete, de conformidad con la constancia que obra en autos y que, mediante 

1 Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos 
Artículo 46. Las partes condenadas informarán en el plazo otorgado por la sentencia, del cumplimiento de la 
misma al Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien resolverá si aquélla ha quedado 
debidamente cumplida. 
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xovE::klos de dieciséis de noviembre de dbs mil diecisiete y veintei de febrero d«~ 
'jos mil dieciocho, notificados, respectiva/mente,, el ve¡ntidós de noviembre de 

'jo~s rnil diecisiete y el veintitrés de febrerq de dos mil dieciocho, se le requirió a 

?.fei::to ele que informara sobre el cumplimirnto a la 1eje~cutoria, sin que a la fecha 

:::n'.ista constancia que lo acredite. / 

Si bien, el Congreso local ha enviado copia certificada de una minuta de 

tLibcijo, de seis de febrero de dos mil rieciocho, de la que se desprenden 

civ,~:·rnos acu1:~rdos celebrados entre los pode:res del Estado de Morelos con el 

ül:>.ie·:ivo dE! dar cum¡plimiento a las s$ntenciias dictadas en controversias 

con~,titucionales en las que se han invalidado parcialmente sendos decretos die 

p,:;nsiones; se debe tener presente que d[icho documento no es suficiente para 

¡tE?ne1· por cumplido el pre~sente asunto, p~es con ello no se satisface lo resuelto 

, pot La1 Seg1unda Sala die este Alto Tribunal/en cuanto a los efectos de la invalidez 

d1?..::xetada; es decir, no hay evidencia de¡quH se hubiera modificado el decreto 

¡ irn:1t1qnado, ni se establece, de manera puntual, quién se hará cargo de la 

, pen::;íón respectiva ni con qué presupues1~0 habrá de cubrirse, lo que evidencia 

su ::ontumacia para acatar cabalmente 10/ ordlenado en el fallo constitucional. 

Ad1~rn~1s, con fundamento en el artículo 882 del Código Federal de 
1 

.Pn::ii:;edimientos Civiles, de ;aplicación su~ietoria, en términos del articulo 13 de 

1d ley reglamentaria, es un hecho ¡ notorio que en las controversiais 

::cn3titucionaies 128/2016, 222/201Ei, 22J/2016, 226/2016, '131/2016, 239/2016, 

:;~:~.:::1/2()'16, 242/20'16, 243/2016, 10112Ó11, 117'/20'17, 119/2017', 122/2017, 

~1':120'1'7', '13'7 /201 l, 142/2017, 147'/2¿17, 157'/20'17', 159/2017', 160/201"7, 

11:i .: /20'17, ·t 77 /201 l, '178/:2017, 18H2¿1-1, 118B/2017', 189/2017, 192/201'7, 

·¡ ::; ::.J20l7', ·194120·11, '198/:2017, 1'9B/2~17, 20a/2017', 219/2017, 232/201'7, 

.t::iL/2C ·17, 235/20"1"7, 240/:2017, 244/2ID17, 248/2017, 250/2017, 251/2017, 

:;~S.c:./2l}17, ~~55/20~l 7' y 29112017', la Sepunda Sala de este Alto Tribunal ha 

dictado diiversas sentencias en sirnilarrs términos a lo determinado en el 

C '.1dt~10 Fed¡:m1I die Pl!"ocedimiEmtos Civiles 
1i.:·t1.:11lei BB. Lo~, hechos notorios pued1::n ser invocados por el tribunal, aunque no hayan sido alegados ni 
Y ::i:; anos pm las partes. / 
· L'''( R1e:~Jlame,ntaria de las Firacciorues 1 y 11 dul Artídulo 105 de la Constitución Política de los Estados 
L r1 1<:1os Mie):ic;;31nos 1 

.~.rtLulo ·t. La Eiuprema Corte de Justicia de 1a Nación cbnoc;erá y resolverá con base en las disposiciones del 
pn::sente Titulo, las controversias constiltucionales y las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las 
fr<::,:.::1011es 1 y ll clel artículo 105 de la Com;titución Política ~e los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición 
e):p1·e!>a, 8e estará a las prevenciones del Código Federal, de Procedimientos Civiles. 
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presente asunto, en los cuales se ha requerido al Poder 

Legislativo de Morelos el cumplimiento, sin que a la 

fecha lo hayan realizado. 

En consecuencia, con fundamento en los artículos 

46, párrafo primero, de la ley de la materia y 297, 

fracción 14, del referido Código Federal de 

Procedimientos Civiles, y el Punto Segundo, fracción 

IV5, párrafo primero, del Acuerdo General Número 10/2013 de dos de julio de 

dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a 

las atribuciones de los órganos de este Alto Tribunal p~ conocer de los 

incidentes de inejecución de sentencia previstos en el título ~ero de la Ley de 

Amparo, aplicado por analogía, se requiere, ocasión al Poder 

Legislativo de Morelos, por conducto de quien ente lo representa, 

para que dentro del plazo de diez días hábiles, contados a partir del siguiente 

al en que surta efectos la notificación del ~nte acüerdo, remita copia 

certificada de las constancias que acrediten el cumplimiento de la sentencia 

dictada en este asunto; apercibido que, d~acerlo, se procederá en términos 

de la parte final del párrafo segundo del artículo 46 de la Ley Reglamentaria de 

las Fracciones 1 y 11 del Artículo 1 ~ la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, que establece: 

"Si dentro de las cuarenta yrftchlJ horas siguientes a la notificación de dicho 
requerimiento la ejecutoria ~tuviere cumplida, cuando la naturaleza del 
acto así Jo permita, no se encontrase en vía de ejecución o se tratare de eludir 

· su cumplimiento, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación turnará el aslii>lli al ministro ponente para que someta al Pleno 
el proyecto por el cua'KBe aplique el último párrafo del artículo 105 de la 

4 Código Federal de Procedimientos Civiles 
Artículo 297. Cuando la ley no señale término para la práctica de algún acto judicial o para el ejercicio de algún 
derecho, se tendrán por señalados los siguientes: 
l. Diez días para pruebas, y[ ... ]. 
5 Acuerdo General Número 10/2013 de dos de julio de dos mil trece, del Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, relativo a las atribuciones de los órganos de este Alto Tribunal para conocer de los 
incidentes de inejecución de sentencia previstos en el título tercero de la Ley de Amparo 
Segundo. Cuando en la Suprema Corte de Justicia de la Nación se radique y registre un incidente de inejecución 
derivado del incumplimiento de una sentencia concesoria, su Presidente dictará proveído inicial en el que radique ' 
dicho asunto en el Pleno, y:[ ... ] 
IV. En el supuesto de que el cumplimiento del fallo protector implique únicamente la devolución de recursos 
monetarios, además de admitir el asunto, turnarlo al Ministro Ponente que corresponda y remitirlo al archivo 
provisional de origen, se otorgará un plazo de diez días hábiles en términos de lo previsto en el párrafo primero 
de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, respectivamente, a los servidores públicos que en el ámbito de 
su competencia deban emitir los actos necesarios para concretar ese efecto, con el objeto de que lo acaten o 
justifiquen el incumplimiento para valorar la ampliación del referido plazo, con el apercibimiento de que, de no 
acatar la sentencia protectora o acreditar la justificación de su incumplimiento en dicho plazo, el asunto se listará 
ante el Pleno de este Alto Tribunal dentro de los quince días hábiles siguientes al en que venza el plazo antes 
referido, para la aplicación de lo previsto en la fracción XVI del artículo 107 constitucional. [ .. ] 
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Constitución Política def /os E.stadbs llnfofos Mexicanos." [Énfasis 
ar'íadiclo]. 1 

Todo lo anterior, conforme a las tesis emanadas del Tribunal Pleno, 

ap.icables por analogía, de rubro: "~ENTENCIAS DE AMPARO CUYO 

Gtt:rli~lf>t/IVIJ'if:NTO IMPL.ICA UN PAC'.7(). 'A.UN CUANDO LAS AUTORIDADES 
1 

j,;:i'¿fEDAN SOLICITl~R U1'~'A AMPLIACIÓN DEL PRESUPUESTO PARJt 
1 AC,~J:¿tRL't.S TAIVJ'BIÉN' ESTÁN bBLIG,ADAS A INSTRUAfJENTAJ~ 

.S'J11~1fUL.Ti1~NE:AMENTE1 PJ~R)' E.SE: FIN, IVJECANISIVIOS DE 

ir1~Í!.1~NSFJ::~C"¿ENCJAS yr ADECUACIONES l),E LAS PARTIDAS QUE LO 

.:IJVn::GRAJVE>" y ".SE:N'TENCIAS DE j,MPAJ~O. IN1"ERPRETACIÓN DEL 

.MITÍCULO 126 DE LA CONST/'TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS 

1 

1 l 

º D1:: 'exto ~~~~~~1~xema Corte d~ Justicia de la Nación,)fund.amentalmente en la Quinta y Sexta Épocas del 
S::c·1anario Judidal de la Federación, emitió diversas tesis¡ en las cuales sostuvo el criterio predominante de que 
tr:;1ü·idos·e de obU~¡aciones de pago derivadas de sentencias de amparo a cargo de las élutoridades responsables, 
no~:,; sancionaría su incumplimiento cuando el pago no SE( encontrara previsto en el presupuesto autorizado, de 
rr.an:;"a qt.r.e la responsabilidad de aquélias quedaba limitada a la1 mera gestión ante los órganos competentes para 
q·.ie se autorizara el gasto correspond¡l=mte. En este sentido ~•e orientan los siguientes criterios históricos, de 
1ubi"m: "CASO EN QUE NO ES APLICABLE, DE MbMENTO, l.A FRACCIÓN XI EL ARTICULO 107 
Cm·1~:íTITUCIONAL. DEFECTO DE EJECUCIÓN."; "SE1NTEl\JCIAS DE AMPARO, EJECUCIÓN DE LAS."; 
"::;El'HENCIAS DE AMPARO, INELUDIBLE EJECUCIÓN DE LAS." e "ll\ICIDENTE DE INEJECUCIÓN DE 
SENTEl'.JCIA IMPROCEDENTE.", publicados, respectiva~ent1:, e'n el Informe de 1941, página 131 y en el 
S1::rranaflo Juclic:ial de la Federación, Quinta Época, Tomo XxXI, pá1~ina 2277' y Tomo XLVII, página 4882, y Sexta 
cpo1:::1, Volumen LXXVIII, Primera Parte, página 14. Sinl embargo, estos criterios no deben prevalecer en la 
s1ctualiclad pues, por una parte, obiedecen a la interpretacióh aislada1 del artículo 126 de la Constitución Política de 
os E~.tados Unidos Mexicanos (que originalmente era el 1~5) y, por otra, desconocen la fáerza vinculatoria de las 
,:~je.::.1lorias de .amparo cuya eficacia deriva del mandato cpnstitudonal. Lo anterior es así, pues si bien es cierto 
:¡ue d presupuesto de egresos se rige por el principio dj anualidad, porque el ejercicio fiscal, por razones de 
clol1l1c.a trit1utari<?1, comprende un periodo de un año, paré1 el cual se planea precisamente el gasto público que 
111pl cc:1 le: programación ele actividades y cumplimiento de !proy1~ctos al me~nos durante ese tiempo, también lo 1es 
:.:•.it: d ci1ado aníc:ulo 126 de la Norma Fundamentc:1l acepta quE~ el presupuesto no debe ser estricto, inflexible, ni 
i111wi :;it:le de modificar, pues prevé la posibilidad de que pyeda varia1rse al establecer que no podrá hacerse pa!~O 
e: q1.. r e q .J•9 110 esté comprendido en el presupuesto o detEirminado por ley posterior, de donde se clesprende que 
E-r ':. propio te)(tü de la norma constitucional referida, sdbyac:e el principio de modificación presupuestaria, al 
¡:.t:·1n1tl" que el gasto pueda programarse e:n dos momentos, uno anterior y otro posterior, a saber: a) Al aprobarse 
r:i ;::r ::supi,Jesto de egresos; o, b) En l19y posterior, la qu~ por su cronología necesariamente sucede a aquel 
~·rt1·:·E:C":o presupuestario orig¡nal en el tiempo; ele manera ~ue E:I precepto constitucional en mención, en lugar de 
rc.:·1: :1tui1 un ll<~1lladar insuperable para la autoridad re$ponsable, prevé la posibilidad de modificación del 
1:1rE:'.upuesto ori~~inal para adecuarlo a las necesidades sobrevenidas, es decir, su virtud es la de establecer un 
·-¡;1·n~:jio ~·ara lo~; casos fortuitos, que le permite solicitar lo~ ajustes presupuestarios necesarios para enfrentar las 
,:¡tJ,¡ ;ac:iones pecuniarias del Estado, gasto que nE~cesaria e ineludiblemente debe autorizarse por tratarse del 
'.:u;·r ,¡:d111M;,11to de un mandato de amparo cuya ejecuciórl es impostergélble. Además, si la autoridad ya tiene 
~1L:n1 izc:;1do un presupuesto que le permite efectuar un paflO, aun cuando no esté previsto específicamente en él, 
.. ler::c: n'.'!alizarlo si con ello da curnplirniemto a un mandato lde amparo, pues exclusivamente en esta hipótesis no 
,:c::r a considerarse jurídicamente que vulnerara la prohibición contenida en el artículo 126 de la Constitución 
::;,,,-,.,~ral de la F<.1~pública, en razón 1fo que el cumplimiento d1:? las sentEmcias de amparo no puede quedar 
•:c·•:.1c1or.ac!o a 1<3 determinación de si :3e aprueba o íll) uná pmtida presupuesta! para hacer frente a la obligación 
;111,: L e~na dc:1do que la majestad de la Constitución Federal[ impone categóricamente que aquéllas sean cumplidas 
.11i:: :1::usal':>IE:mente, por lo que únic:amefltEi en esta hipótes's no puede operar 1~1 principio de responsabilidad que 
.:lena d~i mencionado artículo 126 constitucional, pues técnicarn1:nte~ no se estaría contraviniendo, sino que se 
'1d nl1za:ía un caso de excepción en E!I que no sería punible la conducta de lcr autoridad. Asimismo, tal proceder 
::!··· r:o·::c ::ontravendría el artículo 134 del Ordenamiento Fundam~:mtal, relativo al manejo de los recursos 
:~.:x 11c1111 co~; con apego al principio de honraclez, la cual (se ~mtiEmdE~ como un actuar probo, recto, sin desvío 
l : - '10. pues no hay improbidad alguna en cumplii· con ur mcindé1to de amparo, por el contrario, es un principio 
e ::1 :.r ele 1os actos de la autoridad cumplir y hacer cumplir la Constitución y, por endE~. los mandatos de amparo 
l"E· dervan de ésta, cuya finalidad es el restabiE~cimientb del orden constitucional." Tesis P. XX/2002, Pleno, 
:3eir ana1r10 Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena [poca, tomo XV, abril de dos mil dos, página 12, registro 
·1 f.:·ua3. 
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Notifíquese. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 139/2017 

UNIDOS MEXICANOS TRATÁNDOSE DE LAS 

OBLIGACIONES DE PAGO DERIVADAS DE SU 

CUMPLIMIENT07". 

Finalmente, con fundamento en el artículo 2878 del 

citado Código Federal, en su momento, hágase la 

certificación de los días en que transcurre el plazo 

otorgado en este proveído. 

Lo proveyó y firma el Ministro Luis María Aguilar Morales, Presidente de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien actúa~ Leticia Guzmán 

Miranda, Secretaria/~~ción de Trámite de Controv~r~onstitucionales 
y de Acciones de 1Jconstitucio alid\d e a Subsecret ría G~neral de Acuerdos 

de este Alto Tribu 
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Esta hoja corresponde al proveído de iJ. icuatro de mayo de dos mil dieciocho, dictado por el Ministro 
Luis María Aguilar Morales, Presid te e la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
controversia constitucional 139/2017, ovida por el Poder Judicial del Estado de Morelos. Conste. 

c1J 
7 De texto: "Si bien en términos de ~isto en los artículos 74, fracción IV; 116, fracción 11, párrafo cuarto; 122, 
apartado C, Base Primera, fracción ~ciso b), 115, fracción IV, párrafo penúltimo y 126 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, el presupuesto de egresos de la Federación, de los Estados, del Distrito Federal 
y de los Municipios debe aprobarse, respectivamente, por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. las 
legislaturas de los Estados, la Asamblea Legislativa y los Ayuntamientos, sin que válidamente puedan realizarse 
pagos que no estén comprendidos en los presupuestos respectivos, lo cierto es que tratándose de las sentencias 
de amparo que implican el pago de recursos monetarios, las autoridades deben desarrollar todas las acciones 
que resulten pertinentes, dentro de su ámbito de atribuciones, para dotar a la partida presupuesta! correspondiente 
de los recursos necesarios para acatar la obligación constitucional derivada de las sentencias en comento, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 17, párrafos segundo y sexto y 107, fracción XVI, de la propia Norma 
Fundamental, los cuales disponen que deben ejecutarse de manera pronta y completa en los plazos y términos 
fijados, al tenor de lo previsto en la Ley de Amparo y conforme lo ordene el juzgador de garantías. Por tanto, 
aunque las diversas autoridades vinculadas al cumplimiento del fallo protector pueden solicitar al órgano legislativo 
competente o, en el ámbito municipal al Ayuntamiento, la ampliación del presupuesto respectivo, también tienen 
la obligación de instrumentar los mecanismos de transferencias o adecuaciones de las partidas que integran el 
presupuesto previamente autorizado, tomando en cuenta, por una parte, el carácter preferente que asiste a la 
respectiva obligación constitucional de pago -la que debe cumplirse en el plazo fijado en la sentencia respectiva
y, por otra parte, que ninguna disposición legal de rango inferior a la Constitución General puede condicionar su 
acatamiento." Tesis P./J. 5/2011, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo 
XXXIII, marzo de dos mil once, página 10, registro 162469. 
8 Código Federal de Procedimientos Civiles 
Artículo 287. En los autos se asentará razón del dia en que comienza a correr un término y del en que deba 
concluir. La constancia deberá asentarse precisamente el dia en que surta sus efectos la notificación de la 
resolución en que se conceda o mande abrir el término. Lo mismo se hará en el caso del artículo anterior. 
La falta de la razón no surte más efectos que los de la responsabilidad del omiso. 
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